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Resol. Serie “A” N° 93
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los seis días del mes de diciembre de dos mil diecinueve, la Sala Civil y Comercial del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse, como Presidente, y los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Gustavo Adolfo Herrera, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, asistidos por la Secretaria Judicial Autorizante, Dra. Karina Chaud Nigro, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 244/248 del Expte. Nº 19.101 – Año: 2018 – “Ledezma Walter Samuel c/ Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero y/u otro s/ Daños y Perjuicios – Casación Civil”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse y en segundo y tercer lugar, los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Eduardo Federico Lopez Alzogaray respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, el Dr. Gustavo Adolfo Herrera. 

El  Sr. Vocal, Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse dijo:



Y Vistos:

 

El recurso de casación interpuesto por la parte demandada a fs. 251/256 vta., de las presentes actuaciones.----------------------------------------------



Y Considerando:



I) Que contra la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Primera Nominación, de fecha 12 de Junio del 2.018 (fs. 244/248), en virtud de la cual se hizo lugar al recurso de apelación interpuesto y se revocó la sentencia de Primera instancia, haciendo lugar a la demanda interpuesta por el Sr. Walter Samuel Ledezma, y condenando a la demandada Provincia de Santiago del Estero a pagar a la actora la suma de pesos ciento sesenta y tres mil ($163.000), en concepto de daño emergente, pérdida de chance y daño moral. Asimismo dispuso aplicar a los montos de la condena, los intereses de la tasa pasiva promedio de B.C.R.A., con más el adicional del 6% anual, desde el momento del hecho hasta su efectivo pago, imponiendo las costas en ambas instancias a la vencida.----------------------------------



II) Que para resolver de ese modo la Cámara expresó, que resultaba necesario verificar si en el caso de autos, se encontraban acreditados los presupuestos de responsabilidad objetiva por falta de servicio, contemplada en el art. 1.112 del C.C., a cuyos efectos resultaba menester determinar, si existió una irregular ejecución de los deberes a cargo del personal policial. Sostuvo que el art. 18 de la Constitución Nacional y el art. 5.2. de la C.I.D.H., disponían que toda persona privada de la libertad tenía derecho a vivir en condiciones de detención compatible con la dignidad personal, y que a su vez, el Estado debía garantizarle el derecho a la vida y a la integridad personal. Afirmó que dicho Tribunal ya se había expedido en temas como el presente siguiendo los lineamientos de la Corte Suprema de Justicia, declarando que el art. 18 de la C. N. tenía un sentido operativo, que imponía al Estado por medio de sus servicios penitenciarios o lugares de detención respectivos, la obligación y responsabilidad de dar a quienes están cumpliendo una condena o una detención preventiva la adecuada custodia con fundamento en el respeto a la vida, la salud, la integridad física y moral. Alegó que la readaptación social de los detenidos era un objetivo superior del sistema, lo cual se encontraba refrendado por las declaraciones de la Corte Interamericana de derecho Humanos relativas a que el Estado cumplía una posición especial de garante, toda vez que las autoridades de los lugares de detención ejercían un fuerte control o dominio sobre las personas sujetas a su custodia. Manifestó que en la situación propia del encierro, la relación e interacción entre el Estado y los privados de la libertad se agudizaba aún mas, por la particular intensidad con que aquél podia regular los derechos y obligaciones de éstos y la imposibilidad de los reclusos de satisfacer por cuenta propia una serie de necesidades básicas, esenciales para una vida digna, debiendo respetar y garantizar la integridad personal de los mismos conforme lo establecido en el art. 1.1 de la Convención Americana. De ese modo entendió, que de acuerdo a lo establecido por la Corte, quien contraía la obligación de prestar un servicio lo debía hacer en condiciones adecuadas para cumplir con el fin para el cual había sido establecido, siendo responsable de los perjuicios que causare su incumplimiento o ejecución irregular. Por lo tanto concluyó que las circunstancias de la causa (detención provisoria) eran demostrativas de la deficiente prestación del servicio a cargo de la autoridad policial, quien tenía el deber de mantener el orden, la disciplina, el control y custodia, mediante la realización -en el caso-, de controles adecuados, para evitar cualquier tipo de desorden. En ese sentido destacó el carácter especial que tenían las obligaciones funcionales de los agentes de la comisaría, encargados de la vigilancia y control de las personas privadas de la libertad, quienes para resguardarse de responsabilidad debieron haber acreditado, ya sea administrativa o penalmente, faltas del fallecido, culpa de la víctima, de un tercero o caso fortuito. En razón de ello consideró configurada la responsabilidad por falta de servicio establecida en el art. 1.112 del C.C. Por su lado y con respecto a los montos reclamados, los estimó razonables teniendo en cuenta la edad de la víctima de 21 años. Así, y conforme lo peticionado a fs. 7, fijó en $3000 la suma correspondiente al daño emergente y en $100.000 el correspondiente al rubro pérdida de chance, atento que en el caso de muerte de un hijo, lo que debía resarcirse era el daño futuro cierto que correspondía a la esperanza con contenido económico, traducida en la cooperación del mismo con su familia y que se vió truncada por el hecho antijurídico. Finalmente evaluó que siendo el daño moral la compensación a la conmoción íntima que provocaba el padecimiento generado, mediante el alivio que podía importar la suma otorgada, resultaba adecuado fijarlo en la suma peticionada de $60.000, todo ello con los intereses de la tasa pasiva promedio del B.C.R.A.con mas el 6% anual.----------------------------------------------



III) Que el casacionista se agravia por considerar que el fallo impugnado es arbitrario, incurriendo en dicho vicio en el mecanismo de valoración de las pruebas, y se ha desviado en la fundamentación, razonando indebidamente, al punto de convertirse en un resolutorio absurdo. Expresa que el tribunal funda su resolución en la responsabilidad objetiva del Estado por falta de servicio -art. 1.112 del C.C.-, sin analizar en ningún momento la conducta suicida de la víctima, así como el elemento con el que decidió quitarse la vida, y las demás circunstancias que resultan interruptivas del nexo de causalidad, entre la supuesta omisión estatal y los perjuicios pretendidos. Sostiene que la Cámara no tuvo en cuenta a los fines de acreditar la culpa de la víctima, el sumario criminal ofrecido como prueba instrumental y agregado por cuerda separada a la causa del cual surge: que la muerte del Sr. Ledezma se produjo por afixia mecánica producida por un elemento envolvente del cuello, sin que se detecten signos de traumatismos internos o externos (cfr. autopsia de fs. 67/70); que no existía ninguna irregularidad, ni condiciones de hacinamiento en los pabellones, o en la celda donde se encontraba alojada la víctima (cfr. informe del departamento de policia ciencifica D-6); que la noticia de lo sucedido sorprendió a los otros detenidos quienes en sus declaraciones de fs. 16/17, 18, 26/27 y 28 manifiestan que en la noche antes de su muerte estuvieron con Ledezma, sin que mostrara signos de depresión o tristeza, ni tuviera problemas con otro detenido; y, por último, que en el libro de novedades de la Comisaria Seccional 9º, se encuentran consignadas en forma minuciosa y sucesiva las actividades de los empleados de dicha dependencia (fs. 2/4), sin advertirse ninguna irregularidad en el proceder de los funcionarios policiales. Entiende que el suicidio no fue cometido con un elemento prohibido para los detenidos, sino con una sábana cuya obligación de proveerla se encuentra prevista en el art. 19 de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos de las Naciones Unidas, y que dicho acto fue llevado a cabo en horas de la madrugada, donde los funcionarios policiales deben respetar el descanso nocturno de las detenidos, lo que otorga al hecho el carácter de imprevisible e inevitable. De ese modo alega, que constituye una conclusión desacertada e inadmisible, endilgarle al Estado provincial una falta de servicio por haber omitido la observancia de un deber u obligación a su cargo, sin tener en cuenta la propia conducta del fallecido que fue la verdadera, exclusiva y excluyente causa eficiente del daño. Asimismo denuncia la errónea aplicación de la ley y la doctrina legal respectiva, en tanto estima que el Tribunal aplica el art. 1.112 del C.C., dando por sentada la existencia de una omisión por parte de los funcionarios públicos, sin considerar que el daño tuvo como única causa la voluntad o culpa del hijo del accionante, por lo que corresponde la aplicación del art. 1.111 del C.C. De igual modo destaca la desacertada aplicación del art. 391 del C.P.C.y C., argumentando que la sana crítica no implica que el juez pueda formar su convicción como se le plazca o referenciando datos inexactos, sino realizando una especie de reconstruccion de los hechos, destacando los que han sido demostrados, con sustento en las pautas de la lógica, la experiencia, buena fe procesal, etc., que aunados llevan al convencimiento humano. -----------------------------------



IV) Que la contraria contesta el traslado conferido a su parte solicitando se rechace el recurso de casación interpuesto, con expresa imposición en costas. Al respecto sostiene que resulta improcedente en esta instancia casatoria volver a introducir o analizar las cuestiones de hecho y prueba a los fines de determinar si existe o no responsabilidad del Estado provincial, ya que esa decisión es privativa de los jueces de la instancia ordinaria. Agrega que la demandada en su escrito de fundamentos casatorios no ha refutado en forma concreta y clara ninguno de los argumentos esgrimidos en la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones, ya que sólo se circunscribe a enunciar meras discrepancias o disconformidad con lo resuelto por el tribunal, tornando en inexistentes los agravios expuestos. Alega que el impugnante tampoco demuestra la existencia de un error jurídico en las normas legales invocadas, limitándose a hacer una mención suscinta, del artículo  1.112 del C.C. cuya aplicación cuestiona. Finalmente aduce que la Ley Nacional Nº 20.418 a la que hace referencia la sentencia, establece en forma precisa las obligaciones funcionales que deben regir en toda comisaría, las que -segun asiente, no fueron puestas en práctica por la autoridad policial.--



V) Que a ff. 286/288 vta. obra dictamen del Titular del Ministerio Público Fiscal quien aconseja el rechazo del recurso de casación articulado por la demandada, por considerar que las quejas del recurrente estan dirigidas a impugnar la forma en que la Cámara valoró, el plexo probatorio que cimentó la sentencia, lo cual es facultad privativa de los jueces de grado. Sin perjuicio de ello, agrega que el hecho luctuoso era previsible y que existió nexo de causalidad normativo entre la posición de garante del Estado, la omisión en la que incurrieron los funcionarios y el resultado disvalioso acaecido.-------------------------------------------------



VI) Que encontrándose reunidos en autos los requisitos exigidos por el Código ritual en orden a la admisibilidad del recurso de que se trata; esto es, definitividad en la sentencia atacada (arts. 292 del C.P.C. y C), interposición del recurso dentro del plazo legal (cfr. cédula de fs. 249 y cargo del escrito postulatorio de fs. 256 vta.) y exención del pago del depósito pertinente de acuerdo a lo establecido por el art. 300, 2º parrafo del C.P.C. y C.; corresponde analizar los agravios vertidos por la casacionista. ---------------



VII) Que lo que se discute en autos es la supuesta responsabilidad del Estado Provincial por la muerte de una persona privada de su libertad que se encontraba alojada en la comisaría novena de esta ciudad capital. Es decir que nos encontramos inmersos en el terreno de la responsabilidad estatal por omisión. Advirtièndose que de acuerdo a la fecha del acaecimiento del hecho (31/08/2010) corresponde la aplicación de la normativa del Código Civil y no la Ley de Responsabilidad del Estado a la cual nuestra Provincia se encuentra adherida mediante Ley 7.179. Ingresando al análisis, Marienhoff explicaba que en el derecho público argentino no hay ningún texto específico que contemple lo atinente a la responsabilidad del Estado por las consecuencias de sus hechos o actos de omisión o de abstención, en tanto que en el derecho privado sí existe un texto que genéricamente contempla ese supuesto, el art. 1074, CCiv., que reza: "Toda persona que por cualquier omisión hubiese ocasionado un perjuicio a otro, será responsable solamente cuando una disposición de la ley le impusiere la obligación de cumplir el hecho omitido", de forma tal que dicho precepto también resulta aplicable por analogía, conforme a lo previsto en el art. 16, CCiv., para resolver en derecho público todo lo atinente a aquella responsabilidad extracontractual del Estado (Marienhoff, Miguel S., "Responsabilidad extracontractual del Estado por las consecuencias de su actitud 'omisiva' en el ámbito del derecho público", Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1996, ps. 18 a 24, nros. V y VI.; Citado por Falbo, Aníbal J.; "La responsabilidad del Estado por omisión en la nueva Ley de Responsabilidad del Estado"; Publicado en Thomson Reuters; SJA 08/10/2014, 28 • JA 2014-IV).-------------------------



Falbo asimismo indica, citando a Perrino, que se ha impuesto claramente en la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en particular a partir del año 2007, el criterio que postula el encuadramiento de los supuestos de inacción estatal ilegítima dañosa dentro de la figura de la falta de servicio, cuyo fundamento normativo se encuentra en el art. 1112, CCiv., el cual contempla la responsabilidad por "los hechos y las omisiones de los funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones, por no cumplir sino de una manera irregular las obligaciones legales que les están impuestas" (Perrino, Pablo E., "La responsabilidad del Estado por la omisión del ejercicio de sus funciones de vigilancia", LL del 24/8/2011, p. 1.).------------------------------------



Aquí deben traerse a colación los conceptos vertidos en el precedente "Cantoni" de este Alto Cuerpo en el cual se estableció que, en este particular andarivel de la responsabilidad, las circunstancias concretas de la causa serán determinantes a la hora de resolver pues, tal como lo afirma la Dra. Aída Kemelmajer de Carlucci, “...en esta materia, dominada por el casuismo, no está dicha la última palabra. Los jueces deberán seguir analizando muy prudentemente los hechos, para atribuir o no al Estado las consecuencias dañosas de sus omisiones” (“Responsabilidad por daños en el tercer milenio”, publicado en Lexis Nexis Nº 1010/005990). Así también, en cuanto a los requisitos de procedencia de la responsabilidad del Estado por omisión, en dicho fallo se cita a Jorge L. Salomoni quien señala que “...la jurisprudencia tradicional en nuestro país, a través de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, exigió los requisitos de procedencia de la responsabilidad extracontractual del Estado, en los siguientes términos: I) daño o perjuicio: lesión a intereses jurídicos patrimoniales o espirituales. El daño debe ser cierto, evaluable en dinero, subsistente; II) relación de causalidad directa e inmediata entre el accionar estatal y el perjuicio;  III) posibilidad de imputar jurídicamente los daños a la persona jurídica estatal a la cual pertenece el órgano que los ocasionó. Agente, concesionario o delegado; IV) a través del caso “Columbia” agregó la necesaria verificación de la existencia de un daño especial en el afectado; y V) la ausencia de un deber jurídico a su cargo de soportar el daño. Para el caso de la existencia de una falta de servicio por funcionamiento defectuoso o incorrecto de la Administración por omisión deben reunirse, a su vez, tres condiciones: a) la existencia de un deber normativamente impuesto de obrar; b) el incumplimiento de la actividad debida por la autoridad administrativa y c) que la actividad que la Administración omitió desarrollar, era materialmente posible” (“La responsabilidad del Estado por omisión en la República Argentina”, pub. en JA., 2005-IV-1358). ---------------------------------------------------



El mencionado requisito de la necesaria existencia de un deber normativamente impuesto de obrar en cabeza de la administración también fue exigido por nuestro Tribunal Cimero en el precedente "Mosca" (Fallos 330:563), entre otros, en el cual se distingue entre los casos de omisiones a mandatos normativos expresos y determinados de los que no lo son. En los primeros puede identificarse una clara falta del servicio, mientras que en los segundos el Estado está obligado a cumplir una serie de objetivos fijados por la ley sólo de un modo general e indeterminado, a ser logrados en la mejor medida posible. Doctrina jurisprudencial que, por cierto, tuvo recepción normativa en la nueva Ley de Responsabilidad del Estado (Ley 26.944) a la cual nuestra Provincia se encuentra adherida. Con base en tal distinción, se concluye que la determinación de la responsabilidad patrimonial del Estado por omisión de mandatos jurídicos indeterminados debe ser motivo de un juicio estricto, basado en la ponderación de los bienes jurídicos protegidos y las consecuencias generalizables de la decisión a tomar.-----------------------------------------



Por último, y en consonancia con los requisitos arriba mencionados, "cabe aclarar que en el ámbito de la responsabilidad por omisión no alcanzará con determinar la existencia de la omisión y de su carácter antijurídico, sino que habrá que verificar, además, la adecuada relación de causalidad entre el daño y la abstención". (Falbo, Aníbal J.; "La responsabilidad del Estado por omisión en la nueva Ley de Responsabilidad del Estado"; Publicado en Thomson Reuters ; SJA 08/10/2014, 28 • JA 2014-IV).-------



VIII) Del análisis previo, y aplicando dichos preceptos al caso que nos ocupa, surge que el Estado Provincial no incurrió en una falta de servicio por omisión pues el deber general de seguridad que se impone al Estado respecto de las personas privadas de la libertad alojadas en las cárceles y lugares de detención, en cuanto deben ser lugares dignos que promuevan la reinserción social de los detenidos (arts. 18 CN y art. 57 Const. Prov.  y 5.2 del Pacto de San José Costa Rica), no encuadra dentro de los denominados mandamientos normativos expresos y determinados. Ésto implica que el Estado debe emplear los medios razonables para su consecución en la mejor medida posible pues se trata de una obligación genérica e indeterminada, a cumplirse dentro de parámetros de razonabilidad pues, como se dijo, lo que se exige es cumplir una serie de objetivos fijados por la ley sólo de un modo general e indeterminado. Así tenemos que la obligación que pesa sobre el Estado Provincial es la de emplear los medios razonables, y materialmente posibles, para mantener la seguridad de las personas privadas de su libertad. En este sentido las plabras de Trigo Represas arrojan luz a la cuestión, cuando, partiendo del precitado art. 1074, CCiv., expresa que "la omisión sólo habrá de dar lugar a la responsabilidad del autor, cuando la ley imponga la obligación de cumplir el hecho omitido. Siendo éste también el criterio seguido por destacados autores extranjeros y nacionales, que podría calificarse de clásico: ninguna omisión responsabilizará a su autor, sino en tanto la ley o un contrato hayan impuesto la obligación de cumplir el hecho omitido; pues si ese deber no existe, conforme al principio de la libertad individual —art. 19, Constitución Nacional— cada uno tiene el derecho de 'no hacer', y nadie puede ser constreñido a salir de su inacción". (Trigo Represas, Félix A., "Hecho ilícito por omisión", RCyS 2006-27). En la misma linea de pensamiento, puede citarse a Orgaz, quien categóricamente afirma que el art. 1074 formula una regla de sentido intergiversable; cuando él establece que en los actos de omisión el omitente "será responsable solamente cuando una disposición de la ley impusiese la obligación de cumplir el hecho omitido', es imposible entender que será también responsable cuando ninguna disposición de la ley impusiere tal obligación. La duda, si puede ser legítima en ausencia de un texto expreso, como en derecho francés, no lo es entre nosotros, en presencia del art. 1074" (Orgaz, Alfredo, "La culpa (actos ilícitos)", Lerner, Buenos Aires, 1970, p. 113, nro. 4). Ahora bien, de la lectura del material probatorio obrante en autos, especialmente de la Información Sumaria Criminal, surge que la víctima se habría asfixiado empleando una sábana, la cual ató a su cuello en uno de sus extremos y a los barrotes de la ventana de su calabozo en el otro en horas de la noche, determinando el médico forense que la causa de muerte fue justamente "una asfixia mecánica (asfixia por ahorcadura) producida por un elemento envolvente del cuello, que comprimió los elementos vasculares superficiales y profundos y también actuó sobre la laringe y la tráquea, impidiendo el normal flujo de aire y por consiguiente alterando la hematósis (intercambio de aire) con el consiguiente paro cardiorespiratorio y el óbito. No se detectan signos de traumatismos (contusiones, equimosis, hematomas, excoriaciones, etc.), tanto al examen interno como externo" (ver ff. 67/70 de la Información Sumaria). Así también de la totalidad de los testimonios, tanto del personal policial como del resto de los detenidos, se desprende que el Sr. Ledezma no exteriorizó ningún signo, comportamiento o actitud que pudieren evidenciar alguna alteración en su espíritu o estado de ánimo o que dieran algún indicio sobre el trágico desenlace, coincidiendo los mismos en que "siempre andaba contento y alegre" (ver testimonio de ff. 16/17), así como que "no tenía ningún tipo de problemas con ningún detenido ni con personal policial" (ver testimonio de ff. 18 y vta.), era una "persona traquila", "muy amable y atento" (ver testimonios de ff. 23/25 y 29/30 vta. respectivamente) y que la noche del hecho se había comportado como lo hacía de manera habitual (ver testimonios de ff. 16/39; y 59 y vta. de la información sumaria. Recalcándose aquí la cercanía temporal existente entre la producción de los mismos y el acaecimiento del hecho, pues la circunstancia de que hayan sido tomados a escasas horas de sucedido el hecho, en presencia del Juez y del Secretario del Juzgado de Instrucción en lo Criminal y Correccional, contribuye a una mayor fidelidad con el devenir fáctico, pues los mismos se encuentran "frescos" en la memoria de los deponentes). Siendo de destacar asimismo que las personas que compartían el calabozo con la víctima, y se encontraban durmiendo a escasos metros de ésta, no escucharon ningún tipo de sonido o presenciaron accionar que les llamase la atención o alterase su descanso, y no se despertaron sino hasta que el Oficial Ayudante Barrozo Gauna, al momento de efectuar el cambio de guardia, gritó a viva voz "que llamen urgente al jefe de guardia", al encontrase con la triste escena (ver testimonial de ff. 21/22 vta.). Como que el personal encargado de la guardia informa a las 22 hs. que "los detenidos se encuentran s/ novedades" (ver copia del Libro de Guardia obrante a f. 3 de la Información Sumaria), que además hizo una ronda a las 3:30 hs. en la cual incluso dialogó con la víctima, la cual se dirigía al baño en ese momento, respondiéndole al Cabo Ruiz, quien le pregunta si le pasaba algo, "nada gordo", situación que habría sido presenciada por otro de los detenidos, sin tampoco notar nada extraño posteriormente cuando pasó en diversas oportunidades al transitar por frente a reja de ingreso a los calabozos, y agrega el Cabo "que inclusive limpió el pasillo que hacia el fondo de la comisaría, a la cocina y también a las celdas pero que no vio ni escuchó nada raro" (ver testimonio de ff. 23/25). Advirtiéndose asimismo que, según se desprende de los testimonios y del libro de guardia, en ciertos momentos, y debido a la dinámica propia de una Comisaría, el encargado de la guardia (Cabo Carlos Rubén Ruiz) quedó como única persona a cargo de la misma. Así también, debe tenerse presente que en cuanto el personal policial se percató de la situación del Sr. Ledezma, a las 6:50 hs., se procedió a actuar de inmediato, brindándole los primeros auxilios -reanimación- y se llamó a una ambulancia, momento en el cual el resto de los detenidos todavía se encontraba durmiendo (ver f. 3/4 del precitado Libro de Guardia). Así como que se dio inmmediato aviso a las autoridades pertinentes (judiciales y policiales) como al médico forense.---------------------



De lo arriba expuesto se desprende que lo sucedido en autos fue un hecho imprevisible pues la víctima, la cual hasta el último momento tuvo buena conducta y fue enviado a la comisaría sin ningún tipo de indicación especial, tanto médicas como conductuales  (ver testimonio de ff. 31/32 vta. de la Información Sumaria), se quitó la vida con un elemento no sólo permitido sino de uso obligatorio en las carceles para el mayor confort de los reos como lo es una sábana (art. 19 Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos dictadas en el marco del Primer Congreso de Naciones Unidas para la Prevención del Delito y el Tratamiento del Delincuente que se han convertido en el standard mínimo para el tratamiento de los reos por los países firmantes, entre los cuales se encuentra la Argentina). Así pues a pesar de haber funcionado las requisas, ya que no se encontró ningún elemento prohibido en poder de la víctima, y de que los reos fueron objeto de un control lógico y razonable -adviértase que el hecho tuvo lugar en horas de la noche en las cuales los reos toman su correspondiente y necesario descanso -la víctima tomó la decisión propia y personal de cercenar su vida con un elemento de comfort esencial que obligatoriamente debía de tener a su alcance, con lo cual tenemos que la conducta del Sr. Ledezma tuvo la entidad suficiente para romper el nexo de causalidad entre el obrar del Estado Provincial y la consecuencia dañosa, por ser la causa exclusiva de la misma. En este sentido, en cuanto al nexo de causalidad requerido para responsabilizar el Estado, señala Jorge Joaquín Llambías que “...para apreciar si un cierto acto de abstención puede caracterizarse como causa de determinado daño es menester verificar si ese factor negativo puede ser retenido por nuestra mente como elemento dotado de virtualidad suficiente para producir el efecto que sobrevino. Pues causa adecuada de un cierto resultado es el antecedente que lo produce normalmente, según el curso natural y ordinario de las cosas” (“El espectáculo público y la responsabilidad municipal por omisión”, pub. en LL., 1981-B-523). Aquí tenemos que la causa adecuada del resultado dañoso fue el exclusivo accionar de la víctima, quien de manera imprevista y en horas de descanso decidió quitarse la vida. Así se ha resuelto que: "Los elementos de mérito antes analizados persuaden de que en modo alguno ha mediado omisión de parte de la autoridad encargada de la custodia del detenido que haya contribuido a desencadenar el hecho de su suicidio. Es la propia conducta de la víctima la que fractura el nexo causal que debe existir entre el accionar omisivo atribuido a los funcionarios estatales y la consecuencia dañosa constatada y determina la inexistencia de responsabilidad por parte del Estado" (CCCO02 CO, L202 1101 S; Fecha: 29/03/2012; Caratula: “Fedrizzi, Rubén Fernando Raúl c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ Ordinario”). En similar linea argumental, "No puede imputársele responsabilidad al ente estatal por un acto voluntario -como es el suicidio-, máxime considerando que el detenido se quitó la vida con su vestimenta, elemento vital que hace al decoro y dignidad de cualquier ser humano y del que nadie puede ser privado (Del voto del juez López Castiñeira, Cons. VIII)." ("C M M y Otro c/EN -M° Interior- PFA s/daños y perjuicios".; 21/12/2010; C.NAC.CONT.ADM.FED.; Sala II.).---------------------------

 

 Así pues no se verifican en autos la totalidad de los requisitos necesarios para que sea procedente la responsabilidad estatal por omisión ya que el Estado Provincial, a través de sus agentes, empleó los medios razonables para cumplir con su deber de seguridad (ausencia de una normativa expresa y determinada que obligue al demandado a actuar de manera específica; es decir ausencia de antijuridicidad); sin que los mismos hubieran podido evitar el hecho propio de la víctima que fue la causa directa y exclusiva de tan trágico desenlace (ruptura del nexo causal); así como que lo reclamado a la parte demandada no era materialmente posible pues la única forma de haber evitado el hecho luctuoso sería una vigilancia permanente y personal de cada uno de los reos, siendo que como se vio, de acuerdo a la dinámica propia de una Comisaría, que exige el afrontar y actuar de inmediato ante diferentes hechos y situaciones que se presentan, debiendo en la mayoría de los casos trasladarse el personal al lugar de dichos hechos, siendo que el personal que permanece en la comisaría debe realizar en la mayoría de los casos diversas funciones, no es virtualmente posible. Recalcándose que, como se analizó, los reos fueron objeto de un razonable control por parte del personal policial. "En este sentido, el acto de autolesión, no hace presunción alguna sobre la existencia de una falta de servicio, en tanto aquel pudo haber existido y la administración haber obrado en forma diligente". (Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, sala III, 19/12/2007 "Sosa, Nimia Jorgelina c/ Estado Nacional"). Pues, tal como se sostuvo en "Guillermón": "El deber genérico de proveer al bienestar y a la seguridad general no se traduce automáticamente en la existencia de una obligación positiva de obrar de un modo tal que evite cualquier resultado dañoso, ni la circunstancia de que éste haya tenido lugar autoriza per se a presumir que ha mediado una omisión culposa en materializar el deber indicado. Sostener lo contrario significaría tanto como instituir al Estado en un asegurador anónimo de indemnidad frente a cualquier perjuicio ocasionado por la conducta ilícita de terceros [o de la propia víctima], por quienes no está obligado a responder" (Corte Sup., "Guillermón, Marcela C. v. Entre Ríos, Provincia de y otros s/daños y perjuicios", del 2/11/2010, Fallos 329:2088.). ------------------------

Las consideraciones efectuadas, nos conducen a desestimar la demanda entablada en autos contra el Estado Provincial, por no reunir el caso en estudio los presupuestos requeridos para responsabilizar al Estado por actos de falta de servicio por omisión, es decir, la antijuridicidad y el nexo de causalidad. Por lo expuesto, y oído el Sr. Fiscal de este Excmo. Superior Tribunal, en dictamen obrante a ff. 286/288 de autos, Voto por: I) Hacer lugar al recurso de casación deducido por la demandada y, en consecuencia, casar la sentencia de la Excma. Cámara Civil y Comercial de Primera Nominación de fecha 12-06-18. En consecuencia, rechazar la demanda deducida por Walter Samuel Ledezma contra el Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero. II) Con costas en todas las instancias a la vencida. -----------------------



A las mismas cuestiones, el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, dijo: 



Y Vistos: 



Para resolver el recurso de casación articulado por el apoderado de la parte demandada a fs. 251/256 vta. de los presentes obrados.---------------------------------



Y Considerando: 



I) Que el mismo se deduce contra la sentencia de la Excma Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Primera Nominación de fecha 12/06/2018 (a fs. 244/248), la que tiene la virtualidad de resolver: “1º) Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto, en su merito revocar la sentencia venida en apelación. 2º) Hacer lugar a la demanda de daños y perjuicios interpuesta por el Sr. WALTER SAMUEL  LEDEZMA,  y, en consecuencia condenar a la demandada PROVINCIA DE SANTIAGO DEL ESTERO a pagar al actor, la suma de Pesos CIENTO SESENTA Y TRES MIL ($163.000), en concepto de daño emergente, perdida de chance y daño moral. Todo dentro del término de diez días de consentida o ejecutoriada que fuere la presente. 3º)   APLICAR a los montos de la condena los intereses de la tasa pasiva promedio que publica el Banco Central de la República Argentina, con más el adicional del 6% anual, desde la  fecha del hecho hasta el efectivo pago. 4º) Imponer las costas en ambas instancias a la vencida”.-----



Por su parte el Sr. Juez en lo Civil y Comercial de 1ª Nominación, con fecha 07/09/2016 había dispuesto: “Iº) RECHAZAR la demanda interpuesta por el Sr. WALTER SAMUEL  LEDEZMA, en contra de la PROVINCIA DE SANTIAGO DEL ESTERO. IIº) Con costas a la vencida”.-------------------- 



II) Que la opinión del Vocal que vota en primer término, contiene una relación de la causa expuesta en los considerandos II, III, IV, V que satisface las exigencias legales, por lo que en honor a la brevedad, se remite a ella. ----------------------------------------------------



III) En lo que respecta a la admisibilidad del recurso que se intenta, se acompañan y hacen propios los argumentos expuestos en el considerando VI de dicho voto.-



IV) Que pasando al fondo de las cuestiones debatidas en esta instancia de casación, es menester dejar sentado que, si bien el suscripto comparte el tratamiento acordado por el magistrado que se expide en primer término, respecto al estudio de los agravios sustentados por la casacionista, todo ello vertido en los considerandos VII y VIII así como su conclusión, se permite abundar en algunas consideraciones atinentes a la temática en juego.----------------------------------------



Así las cosas, cabe señalar que se traduce de vital importancia desentrañar en este estado de la litis, el “quid iuris” del caso, el que implica indagar respecto de la extensión  de  la responsabilidad del Estado en casos de suicidios de personas privadas de su libertad, en establecimientos sujetos a su competencia, específicamente, sobre la responsabilidad que le concierne al Estado en materia de deceso de una persona con motivo de su decisión voluntaria, alojada en una comisaria. A tales fines, es pertinente destacar la trascendecia de los términos de los arts 5.2 de la CADH, art. 10 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el art. 18 de la CN, y especialmente el art. 57 de la CP, normativas que aportan pautas a los fines de la adecuada tutela del colectivo vulnerable de las personas privadas de la libertad, teniendo como premisa esencial en sus prácticas, el resguardo de su dignidad ínsita y puesta en marcha de acciones positivas que promuevan la re-inserción social de este colectivo, todo ello en consonancia con  los términos de la sección 2 punto 1 y 10 de las 100 Reglas de Brasilia Sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad – elaboradas por la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana que tuvo lugar en marzo de 2008-.----------



Por su parte los Principios básicos elaborados por las Naciones Unidas para el tratamiento de reclusos expresa que "con excepción de las limitaciones que sean evidentemente necesarias por el hecho del encarcelamiento todos los reclusos seguirán gozando de los derechos humanos y libertades fundamentales consagrados en la Declaración Universal de Derechos Humanos..." (aprobado por Asamblea General, resolución 45-111 del 14 de diciembre de 1990, ap. 5°).
----------------------------



Así las cosas, es el Estado el que ha de arbitrar los medios conducentes y adecuados para la protección y tutela de las personas privadas de la libertad en todos los establecimientos hábiles a tal fin, propiciando su seguridad y resguardo de su integridad personal así como de su vida, todo lo cual ha de inspirar las prácticas habituales en los centros de vigilancia en los que se encuentren alojados y en caso de omisiones reprochables, surge consecuentemente la responsabilidad del Estado por imperio del art. 1112 del CC - responsabilidad objetiva por falta de servicio-, máxime tratándose de una obligación de resultado la que tiene el  Ente estatal con la persona privada de su libertad –y con la sociedad-, de devolverlo a la vida en comunidad en condiciones que favorezcan su incorporación, por lo que en principio es el Estado quien tendría obligación de responder patrimonialmente en caso de incumplimiento a sus deberes, que cause un efectivo daño a alguna persona, en el contexto indicado. ------------------------------------



Se destaca asimismo,  que las obligaciones del Estado frente a las personas cuya libertad se encuentra restringida a  través de sus respectivos establecimientos, son: a) De hacer, de controlar las situaciones de peligro o riesgo que una persona retenida -y por lo tanto vulnerable – pueda experimentar desde el momento en que es privado materialmente de su libertad hasta que fuera liberado y garantizar el pleno goce y ejercicio de los derechos que como tal le pertenecen b) De no hacer, lo que implica evitar conductas que agudicen su estado de vulnerabilidad o impliquen una mayor puesta en peligro de sus derechos, debiendo ante todo respetarlos. ------------



En el sentido delineado, para que efectivamente surja el deber del Estado de responder por el daño causado en caso de suicidio de una persona, es menester acreditar con elementos de prueba contundentes, alguna circunstancia ajena a la mera autodeterminación de aquel/aquella que sufre el fatal desenlace, tales como: que el trato dispensado en el establecimiento en el que se encuentre alojado fue el detonante de dicha decisión, o que no se tomaron medidas hábiles para garantizar su seguridad, o que no contó con atención médica adecuada –en los casos de personas con antecedentes de enfermedades vinculadas a cuestiones psíquicas, psicológicas y emocionales-  o bien que se omitieron aquellas medidas hábiles para alejar a la persona de situaciones que generan mayor tensión, nerviosismo o que representen un mayor peligro para sí mismos. --------------------------------------------------



Que al respecto, del análisis de los elementos de prueba elaborado por el colega preopinante (en el punto VIII de su ponencia), al que esta Magistratura presta adhesión conforme fuera destacado ut-supra, no surge razón alguna para que las acciones u omisiones del Estado sean tenidas como causas generadoras del daño experimentado por la parte actora, siendo el mismo emergente de un hecho absolutamente privado, personal e imposible de evitar por la demandada, sólo atribuible a la autodeterminación del extinto Sr. Samuel Alejandro Ledezma.---------------------



Por todo lo expuesto, normas legales citadas, doctrina y jurisprudencia reseñadas y oido que fuere el Fiscal General del Ministerio Publico a fs. 286/288, Se Resuelve: I) Ha lugar al recurso de casación interpuesto por la parte accionada a fs. 251/256 vta., en su mérito, II) Casar la Sentencia de la Excma. Camara Civil y Comercial de Primera Nominacion de fecha 12/06/2018, en consecuencia, Rechazar la demanda deducida por Walter Samuel Ledezma contra el Gobierno de la Porvincia de Santiago del Estero. III) Con costas.---------------------



A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse, emitiendo su voto en idéntico sentido. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse – Eduardo José Ramón Llugdar – Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro - Secretaria Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-

Santiago del Estero, seis de diciembre año dos mil diecinueve. 




En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Civil y Comercial del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) Hacer lugar al recurso de casación deducido por la demandada y, en consecuencia, casar la sentencia de la Excma. Cámara Civil y Comercial de Primera Nominación de fecha 12-06-18. En consecuencia, rechazar la demanda deducida por Walter Samuel Ledezma contra el Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero. II) Con costas en todas las instancias a la vencida. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse – Eduardo José Ramón Llugdar – Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro - Secretaria Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-
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